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elevando dicha propuesta al órgano competente de la Entidad Local a fin de que éste 
derivase el expediente a la Entidad Pública competente por razón del territorio.

La declaración de riesgo y el consecuente plan de intervención con calendario 
de actuaciones, compromisos y objetivos, está previsto para que se subsanen las 
carencias y disfunciones existentes en la familia y que perjudican a los menores, 
alcanzando los objetivos previstos en el plan de manera suficiente, lo cual permitiría a 
los servicios sociales elevar un informe motivado al órgano competente de la Entidad 
Local para que emitiera una resolución de cese de la situación de riesgo, todo ello sin 
perjuicio del seguimiento o acompañamiento profesional para garantizar la continuidad 
de una adecuada atención social.

Es por ello que en los expedientes de queja antes señalados hemos emitido resoluciones 
recomendando a las Administraciones locales implicadas que de persistir la situación de 
grave riesgo para los menores, sin suficiente compromiso o colaboración de la familia 
para solventar su problemática, se acometan los trámites conducentes a la emisión de 
una resolución declarativa de la situación de riesgo, la cual deberá incluir el específico 
plan de intervención familiar, con los compromisos y objetivos pertinentes.

3.1.2.6.2. Intervención de la Entidad Pública

Nuestra labor de supervisión de las Adminis-
traciones competentes para evitar o paliar 
situaciones de vulneración de derechos de 
menores de edad ha de centrarse también, 
por razones obvias, en el Ente Público de Pro-
tección de Menores (Delegaciones territoria-
les de Inclusión Social, Juventud, Familias e 
Igualdad de la Junta de Andalucía), por tratar-
se del garante principal de dicha protección 
y al que la legislación otorga la competencia 
para la declaración de la situación de des-
amparo (a través de la Comisión Provincial 

de Medidas de Protección) y la consecuente asunción de la tutela pública de menores 
en dicha situación.

3.1.2.6.2.1. Declaración de desamparo y consecuentes medidas en 
protección del menor

La intervención del Ente público no siempre llega a producirse con la agilidad que 
requiere la situación del menor. Se trata de un momento crítico en el que el Ente 
público valora la conveniencia de que el menor permanezca en su entorno familiar y 
social a pesar de los indicadores de desprotección detectados o, si por el contrario, resulta 
procedente una medida más contundente que conlleva la separación del menor de su 
familia, con las ventajas e inconvenientes inherentes a esta medida.

Actuamos para que 
la intervención de la 

Entidad Pública se 
realice con la agilidad 

que requiere la situación 
del niño o niña
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Sea como fuere, el interés del menor siempre ha de prevalecer como en el caso que 
analizamos de la madre de un menor tutelado por el Ente público que le fue notificada 
su resolución de desamparo cuando este hijo llevaba tiempo ingresado en un centro 
de protección y se quejaba de que estuviese en esos momentos fugado del centro y 
conviviendo con su padre, de quien ella se tuvo que separar. Era una víctima de violencia 
de género y tenía la influencia negativa en sus hijos, a los que introdujo en el consumo 
de drogas, llegando uno de ellos a fallecer como consecuencia de sus problemas de 
conducta derivados de sus adicciones.

En el informe que recibimos procedente de la Delegación Territorial de Inclusión Social, 
Juventud, Familias e Igualdad de Sevilla, se indicaba que el ingreso del menor en el 
centro se produjo a instancias de la Fiscalía, lo cual requirió de una intervención urgente 
en tal sentido. También fuimos informados de que en esos momentos se encontraba en 
trámite el procedimiento de desamparo incoado respecto de este menor y de su herma-
na, estando pendiente una cita con la madre de los menores para que pudiera aportar 
alegaciones y ser informada de los derechos que le asisten en dicho procedimiento.

Así las cosas, tras dejar transcurrir unos meses desde entonces, período de tiempo que 
consideramos suficiente para que se hubiesen decidido las pertinentes medidas de 
protección, nos volvimos a dirigir a la Delegación Territorial solicitando su colaboración 
para conocer el resultado del expediente de desamparo incoado sobre ambos menores 
y la evolución de su situación personal y familiar.

En respuesta a este último requerimiento la Delegación Territorial nos indicó que a fi-
nales de 2023 se emitió la resolución por la que se declaraba la situación de desamparo 
del menor, acordando su ingreso en un centro residencial específico para menores con 
trastorno de conducta. Asimismo, se estableció un régimen de relaciones personales 
con la progenitora y su hermana consistentes en visitas quincenales supervisadas y de 
una hora de duración.

Y respecto de la hermana la Delegación Territorial vino a precisar que en agosto de 2023 
se apreció en ella una situación de desprotección grave, pero se estimó que aún podía 
ser contrarrestada en el entorno familiar, siendo derivado su caso al correspondiente 
equipo de tratamiento familiar, dándose la circunstancia de que al poco tiempo se re-
cepcionó un acta de no aceptación del caso por este equipo, ello debido a los múltiples 
factores de riesgo asociados a los progenitores, los cuales no habían variado a pesar de 
las reiteradas intervenciones realizadas por los distintos equipos con la unidad familiar.

Ante esta información, la Delegación Territorial vino a señalar que se estaba valorando 
de nuevo la situación de la menor para adoptar una medida de protección si existieran 
indicadores de desprotección que lo justificasen.

Tras valorar la información recabada en el expediente, y desde nuestra obligada pers-
pectiva de Defensoría de la Infancia y Adolescencia en Andalucía, hubimos de resaltar 
la incongruencia de los indicadores de desprotección detectados en el expediente con 
el buen hacer que sería exigible del Ente Público de Protección de Menores. Y es que la 
intervención del Ente Público tendría que dar respuesta a tales indicadores de despro-
tección, los cuales fueron analizados con el instrumento de valoración de la gravedad 
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de riesgo, desprotección y desamparo (Valórame), concluyendo la existencia de una 
situación de desprotección grave.

En esta tesitura, ante los contrastados indicios de desprotección de la menor, la ac-
tuación congruente de la Administración habría de primar su seguridad y protección, 
adoptando de forma urgente decisiones que garantizaran sus necesidades básicas, así 
como su integridad física y seguridad personal.

Dicha actuación resultaría congruente con las competencias atribuidas al Ente Público 
de Protección de Menores por la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurí-
dica del Menor (modificada por la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema 
de protección a la infancia y a la adolescencia; y por la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, 
también de modificación del sistema de protección a la infancia y a la adolescencia), y 
perfiladas en el título V de la Ley 4/2021, de protección a la infancia y adolescencia en 
Andalucía, que asigna a la Administración de la Junta de Andalucía como la entidad 
pública competente para el ejercicio de las funciones de protección de menores que 
implican separación del menor de su medio familiar.

Precisa el artículo 18.1 del Decreto 42/2002, de12 de febrero, regulador del Régimen de 
Desamparo, Tutela y Guarda de Menores, que la situación de desprotección en que se 
encuentren los menores habrá de dar lugar a la inmediata intervención de la Adminis-
tración de la Junta de Andalucía, a fin de prestar la atención que requieran.

Es por ello que, ante la gravedad de los hechos relatados, reprochamos que hubieran 
transcurrido más de 10 meses desde que expusimos al inicio del expediente de queja 
la situación de riesgo de ambos hermanos, sin que respecto de la menor se hubiera 
llegado a adoptar ninguna medida de protección que la alejase de la situación de grave 
riesgo en que se encontraba, permaneciendo aún en dicha situación. Es por ello que 
emitimos una Recomendación para que fuesen revisadas las actuaciones realizadas en 
el expediente de protección de la menor y, en congruencia, se adoptasen con urgencia 
las medidas de protección que fueran necesarias para solventar los citados indicadores 
de riesgo grave, queja 23/1334.

3.1.2.6.2.2. Disconformidad con la declaración de desamparo

A lo largo del año la Defensoría ha dado trámite a un conjunto significativo de quejas 
presentadas por las familias (progenitores y resto de familia extensa) de menores 
que han sido retirados del domicilio familiar al haber sido declarados en desamparo 
y pasar a ser tutelados por la Administración Pública.

En la mayoría de los casos se trata de menores que se encuentran en situación de des-
protección debido a la problemática social que presentan sus progenitores, tanto en lo 
relativo a las condiciones materiales de la vivienda familiar, como los recursos económi-
cos con que atender sus necesidades básicas y las habilidades parentales para la crianza, 
problemática que es especialmente grave cuando está cronificada sin visos de mejora.
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Unido a estos factores que normalmente re-
tratan situaciones de pobreza, precariedad y 
exclusión social, no en pocas ocasiones nos 
encontramos otros factores tales como el in-
greso en prisión de uno o los dos progenitores, 
drogadicción, enfermedades, etc. También 
situaciones de violencia de género o pautas 
de relación intrafamiliar con componentes de 
violencia. La suma de tales circunstancias son 
la causa de que los derechos de hijos e hijas 
sean vulnerados y obliga a la Entidad Pública 
a intervenir, llegando a la retirada de éstos de 
su núcleo familiar de convivencia, asumiendo 
su tutela conforme a la Ley.

Cuando esto ocurre los progenitores suelen dirigirse a esta Defensoría manifestando su 
desacuerdo y solicitando ayuda para recuperar a sus hijos e hijas. Estas quejas, previa 
instrucción del expediente, suelen concluir con una declaración de la regularidad o 
irregularidad administrativa que pudiéramos haber constatado, o bien suspendiendo la 
tramitación del expediente de queja por encontrarse el asunto pendiente de resolución 
judicial ante la sustanciación de la oposición a la medida acordada por el Ente público 
en el Juzgado de Familia.

Ejemplo de ello lo encontramos en la queja de una madre que consideraba injusta la 
declaración de desamparo de sus hijos y se lamentaba de que estuviese ingresada en 
un centro de protección. Nos decía que su modo de vida alternativo al convencional, re-
sidiendo y trabajando en una finca con vivienda comunal, en modo alguno perjudicaba 
a la menor y por ello pedía que le fuese restituida su guarda y custodia.

En este caso el Ente público vino a relatar los diversos indicadores de desamparo que 
motivaron su intervención, los cuales resultaban congruentes con las medidas adopta-
das en protección de los menores para preservar sus derechos y satisfacer sus necesida-
des básicas. Pasado el tiempo, tras constatar una evolución favorable en la progenitora 
se derivó el caso al equipo de tratamiento familiar para trabajar junto a ella una posible 
reunificación familiar, queja 23/8487.

Otra madre se lamentaba porque tras acudir con su hija, de 2 años de edad, a urgen-
cias del hospital a continuación le retiraron su custodia, internándola en un centro de 
protección de menores. En este caso el Ente Público nos informó que la madre padecía 
esquizofrenia paranoide y que al encontrarse descompensada de su enfermedad, con 
riesgo para la menor de tan corta edad, se activaron los protocolos de intervención ur-
gente en su protección, encontrándose en esos momentos en trámite el procedimiento 
para su declaración de desamparo (queja 23/782).

No siempre son los progenitores quienes se dirigen a la Defensoría; en ocasiones lo 
hacen las abuelas, tíos o hermanos para denunciar la falta de respuesta por parte 

Muchos niños y niñas 
son declarados en 
desamparo debido a 
la problemática social 
que presentan sus 
progenitores
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de la Administración a la solicitud de acogimiento de los menores en desamparo 
y al derecho de visitas.

Con carácter general el artículo 45 de la Ley de Infancia y Adolescencia de Andalucía 
establece, entre otros principios que inspiran la actuación de las Administraciones, el 
de procurar la permanencia del menor en su entorno familiar, primando también la 
medida de acogimiento familiar sobre el residencial.

Ejemplo de ello es la reclamación presentada por una abuela mostrando su oposición al 
acogimiento con fines de adopción de su nieto. Nos decía que tras nueve años de litigios 
judiciales las resoluciones emitidas por los juzgados siempre le han sido desfavorables, 
rechazando tanto su pretensión de tenerlo en acogimiento familiar, como su oposición 
a que pueda ser adoptado por una familia ajena a la propia, siendo este el motivo por 
el que solicita la intervención de esta Defensoría, a lo cual no pudimos acceder puesto 
que ello supondría la revisión de tales resoluciones judiciales (queja 23/564).

Otra ciudadana se oponía al ingreso de su sobrina en un centro de protección de me-
nores, considerando injusto que no se hubiera accedido a su ofrecimiento para tenerla 
en acogimiento familiar. En este caso el informe que recibimos del Ente público justificó 
su decisión en congruencia con los datos recabados en el expediente de protección de 
la menor, habiéndose adoptado la decisión de ingresarla en un centro de protección 
de menores especializado en el abordaje de problemas de comportamiento de adoles-
centes. Y en relación con el acogimiento familiar que pretende la interesada (tía de la 
menor) esta decisión no estaba descartada, la cual dependía del resultado de estudio 
de idoneidad que en esos momentos se estaba realizando. La propia interesada vino a 
corroborar esta información, agradeciendo la agilidad con la que se estaba tramitando 
el expediente conducente a su declaración de idoneidad, queja 22/6785.

3.1.2.6.2.3. Ejercicio de la tutela pública del menor

En el ejercicio de la tutela pública de una persona menor de edad la Junta de Andalucía 
ha de primar siempre por su interés superior actuando, tal como determina el Código 
Civil, con la diligencia con la que intervendrían unos progenitores respecto de los asuntos 
que incumben a sus hijos o hijas, y con escrupuloso respeto de los derechos enunciados 
en el título tercero, capítulo segundo de la Ley 4/2021, de infancia y adolescencia en 
Andalucía: derecho a la identidad personal y de género, derecho al honor, intimidad y 
propia imagen; derecho a ser oído y escuchado; derecho a recibir información; derecho 
a preservar su salud y recibir atención sanitaria; derecho a la educación y a la atención 
educativa; derecho a los servicios sociales y la atención social; derecho al desarrollo de las 
competencias digitales; derecho a la cultura; derecho al deporte; derecho a un entorno 
seguro; derecho a la participación y el asociacionismo; derecho a disfrutar de un me-
dio ambiente saludable; derecho al descanso, esparcimiento, y actividades recreativas, 
culturales y artísticas; y el derecho a que siempre que sea posible puedan retornar con 
su familia de origen, preservando en tanto la relación con sus familiares.

Sobre esta cuestión, solemos recibir quejas presentadas por progenitores que recla-
man la reversión de las medidas de protección, todo ello argumentando una modi-
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ficación positiva de sus circunstancias que 
harían posible el retorno del menor.

Y lamentablemente no siempre es así, tal 
como pudimos constatar en la queja en la 
que una joven ex tutelada temía que su hija 
fuese a ser propuesta para acogimiento fami-
liar con fines de adopción. Nos decía que sus 
circunstancias personales habían mejorado 
sustancialmente, que en estos momentos 
podía hacerse responsable con total garan-
tía del cuidado de su hija, y que por ello la 
decisión de promover el acogimiento familiar 
preadoptivo carecía de fundamento.

En el informe que sobre esta cuestión reci-
bimos de la Delegación Territorial de Inclu-
sión Social, Juventud, Familias e Igualdad se 
exponían detalladamente los argumentos 
que motivaron la resolución de desamparo 
de la menor, así como la posterior propuesta 
de acogimiento familiar con fines de adop-
ción, todo ello cumpliendo con las garantías 
y trámites establecidos en el Decreto 42/2002, 
regulador del régimen de desamparo, tutela 
y guarda administrativa; y también en el De-
creto 282/2002, de 12 de noviembre, de Aco-
gimiento Familiar y Adopción.

Las citadas medidas de protección venían motivadas por los antecedentes personales, 
familiares y sociales de ambos progenitores; los datos relativos a su evolución y los in-
tentos realizados para reconducir sus carencias personales con resultado no suficiente-
mente satisfactorio, incompatible con los cuidados requeridos por la menor, ello unido 
a la cronicidad de tales problemas y las escasas perspectivas de mejora.

Por todo ello el Ente Público consideraba, estimamos que acertadamente, que la medida 
de protección que resultaba más congruente y beneficiosa para la menor, atendiendo 
a su supremo interés, es que fuese propuesta para ser acogida por una familia con 
perspectiva de una posible adopción (queja 22/7494).

En cuanto a la diligencia en preservar los intereses de la persona menor tutelada recibi-
mos la queja en la que su familia acogedora se lamentaba de la, a su juicio, nula protec-
ción del Ente público a la menor que tenían acogida ante las deudas que a la menor le 
venía reclamando la Administración Tributaria, siendo así que tales deudas provocaron 
embargos en el saldo de cuenta corriente donde se ingresaba su pensión de orfandad.

En el informe que recibimos del Ente público se reseña la intervención de dos Dele-
gaciones Territoriales en este caso, habiendo venido ejerciendo la tutela de la menor 

La Entidad Pública ha 
de velar siempre por el 
interés superior del niño 
o niña

Abordamos las 
posibilidades de retorno 
de los menores en 
desamparo con sus 
familias cuando se 
produce modificaciones 
positivas de las 
circunstancias que 
motivaron la separación 
familiar
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una familia allegada a la familia biológica tras el fallecimiento de sus progenitores y ser 
designada para ello por resolución judicial. El expediente de protección de la menor se 
inicia a instancias de la Fiscalía tras ser localizada la menor viajando sola a otra provin-
cia, sin ninguna persona adulta que la acompañara. Y una vez en curso el expediente 
de protección se recibe el ofrecimiento de la familia que presenta la queja para tenerla 
en acogimiento familiar en el caso de que fuese declarada su situación de desamparo, 
circunstancia que finalmente se produce.

En el ejercicio de la tutela de la menor se solicitó del juzgado la rendición de cuentas 
efectuada por la familia que hasta esos momentos ejercía la tutela de la menor, siendo 
así que al poco tiempo fue la propia familia acogedora la que informó de una nueva 
resolución judicial que acordaba la remoción de las personas que venían ejerciendo la 
tutoría de la menor y se la asignaba a ellos, siendo aceptada dicha designación ante el 
mismo juzgado, por lo que desde la fecha les incumbía cualquier decisión relativa a la 
protección del patrimonio de la menor (queja 23/1929).

Tal como antes hemos reseñado, la Ley obliga al ente público que ejerce la tutela pública 
de la persona menor de edad a satisfacer sus necesidades, garantizando la integridad 
de sus derechos, alejándola de todo peligro que pudiera comprometerlos. En este con-
texto se produce la queja en la que una abuela se lamentaba de la escasa efectividad 
de las actuaciones que venía realizando el Ente público para proteger a su nieto, de 15 
años de edad, quien a pesar de estar tutelado por la Junta de Andalucía se encontraría 
desamparado, consumiendo sustancias estupefacientes, sin control de sus problemas 
de comportamiento y viviendo en la calle.

Tras interesarnos por la situación del menor recibimos un informe de la Delegación 
Territorial de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad relatando las incidencias 
acaecidas con el menor, en especial sus constantes abandonos no autorizados de los 
centros residenciales puestos a su disposición sin que en ningún caso hubiera llegado 
a adaptarse a la dinámica de funcionamiento de ninguno de ellos a pesar del empeño 
y dedicación del personal encargado de su custodia.

Tras analizar la información relativa al menor, no observamos que se hubiera producido 
una actuación negligente en el cuidado del menor. A tales efectos ponderamos el difícil 
abordaje de los problemas conductuales de los chicos en edad adolescente, siendo así 
que las características de los centros de protección de menores -que pretenden aseme-
jarse a la vida normalizada en un hogar familiar- impiden controles absolutos de entrada 
y salida de los menores, a lo cual se añadiría la imposibilidad de implementar medidas 
que limitaran de forma coactiva su libertad sin tener para ello amparo en una resolución 
judicial, siendo así que en el caso del menor se encontraba en curso un procedimiento 
de responsabilidad penal incoado por un Juzgado de Menores.

Aún así estamos a la espera del nuevo informe solicitado a la Delegación Territorial 
con referencias actualizadas sobre el estado del menor y el resultado del expediente 
incoado por el Juzgado de Menores al que se aludía en el informe que nos fue remitido 
(queja 23/2194).
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De similar tenor es la queja presentada por el padre de dos menores tutelados por la 
Junta de Andalucía. Se lamentaba de que el mayor, de 17 años, solía abandonar sin au-
torización el centro de protección de menores en el que residía, durmiendo unos días 
en la calle, sin nadie que se ocupe de él.

El Ente público nos informó que los enquistados problemas de comportamiento del 
joven propician que se exponga a situaciones potencialmente peligrosas para él, con 
una escasa percepción del riesgo y de autoprotección, produciéndose un deterioro ge-
neralizado en su salud física por las condiciones ambientales contrarias a su propia 
seguridad (vivir en la vía pública, frecuentar entornos marginales, consumo de tóxicos, 
conductas delictivas ...). Por dicho motivo se ha valorado su traslado a un centro más 
adecuado para él, donde se minimice la influencia de estímulos externos que sigan 
deteriorando su desarrollo personal, ello unido a la necesidad de que interiorice reglas 
sociales básicas que le preparen para la emancipación. Así pues, tras solicitar plaza es-
pecífica en un centro residencial específico y adecuado a sus características, se está a 
la espera de la asignación de la misma (

El programa de intervención que se desarrolla 
en este tipo de centro implica la aplicación 
de técnicas y actuaciones muy estructura-
das, destinadas a la contención y corrección 
con carácter terapéutico y socioeducativo de 
aquellas conductas o comportamientos alta-
mente contrarios al modelo de convivencia, 
provocando el aprendizaje de comportamien-
tos positivos y la asimilación de las reglas so-
ciales básicas. En el caso de este menor, al es-
tar próxima su mayoría de edad, se trabajarán 
también todos aquellos aspectos derivados 
de la necesidad de integración social y laboral.

Antes de dar por concluida nuestra interven-
ción en el caso nos encontramos a la espera 
de recibir el nuevo informe que hemos soli-
citado a Delegación Territorial a fin de corroborar que el joven finalmente obtuvo la 
plaza residencial solicitada en el centro específico, así como su evolución en el mismo 
(queja 23/5190).

3.1.2.6.2.4. Visitas de familiares y allegados al menor tutelado

Una cuestión frecuente que recibimos en las quejas es el mantenimiento de la rela-
ción del menor tutelado con su familia biológica, en congruencia con las previsiones 
legales, siendo así que la privación de tales contactos debería estar fundamentada en 
razones debidamente justificadas, siempre en interés del menor.

Traemos a colación algunos supuestos. Comenzamos con unos hermanos, tutelados 
por la Junta de Andalucía, que solicitan nuestra intervención para tener relación con 

Las prohibiciones 
de visitas entre 
progenitores y 
menores de edad en 
desamparo han de 
estar debidamente 
justificadas, y siempre en 
interés del menor

ÍNDICE



108

3. Actuaciones de la defensoría: Quejas y Consultas

su padre que viene cumpliendo condena por 
un delito de malos tratos en contexto de vio-
lencia de género y por un delito de lesiones, 
con respectivas penas de prisión de 3 años y 
34 meses. En consecuencia, en aplicación de 
lo establecido en la Disposición Final Primera 
de la Ley 8/2021 de protección integral a la 
infancia y adolescencia frente a la violencia, al 
existir indicios fundados de que los menores 
han presenciado, sufrido o convivido con una 
situación de violencia de género, la Entidad 
pública valora que, mientras se encuentren 
vigentes las medidas judiciales relativas a vio-
lencia de género, no proceden los contactos 
familiares solicitados por los menores, en es-
pecial tras valorar su estabilidad emocional, 
evolución personal y su situación actual (que-
ja 22/8125).

En otro caso, el interesado se queja porque el Ente Público no le permite a él ni al res-
to de la familia extensa paterna contactar telefónicamente con su hija, interna en un 
centro de protección de menores al que fue trasladada. Tras pedirle que nos ampliara 
los hechos que motivan su queja el interesado alude a un hecho ocurrido hace 5 años, 
informándonos del traslado de su hija a un centro psicopedagógico, para lo cual se soli-
citó la pertinente autorización judicial, por tratarse de un centro específico para menores 
que padecen problemas conductuales, siendo así que de este centro fue trasladada a 
otro centro de protección ordinario.

Toda vez que la menor se encontraba en aquellos momentos en un centro ordinario y 
que la pretensión del padre es disponer de la posibilidad de contactar telefónicamente 
con su hija, acordamos admitir la queja a trámite por esta cuestión y solicitamos la emi-
sión de un informe al respecto a la Delegación Territorial de Inclusión Social, Juventud, 
Familias e Igualdad en Jaén, por tratarse de la Delegación Territorial a la que compete 
el ejercicio de la tutela sobre la menor.

En el informe que nos ha sido remido se indica que la hija alcanzó la mayoría de edad 
en el año 2021, por lo que desde ese momento dejó de estar tutelada por el Ente público 
de protección de menores. Aun así, atendiendo a su discapacidad, se tramitó el opor-
tuno expediente judicial para designar tutor, encontrándose en estos momentos bajo 
tutela de una fundación, entidad a la que podría dirigirse para que, en su caso, pudieran 
acceder a su pretensión (queja 23/383).

En el ejercicio del derecho de visitas se ha de propiciar la audiencia del menor, 
respetando siempre que ello fuera posible y beneficioso para él su opinión sobre esta 
cuestión, la cual no siempre es favorable a dichos contactos, tal como ocurre en la re-
clamación en la que el padre de un menor, de 13 años de edad, solicita al Ente público 
que se le permita visitar a su hijo, el cual está bajo tutela pública desde hace 2 años. En 
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este caso la información proporcionada por 
la Delegación Territorial de Inclusión Social, 
Juventud, Familias e Igualdad justifica la limi-
tación de los contactos del padre con el me-
nor en base a la negativa del propio menor, 
teniendo además en consideración la más 
que probable desestabilización emocional 
que sufriría de producirse tales contactos, así 
como la actitud desafiante y oposicionista del 
padre hacia los profesionales del centro al ar-
gumentar sus pretensiones (queja 22/7136).

3.1.2.6.3. Intervención del Ente público, fiscalías y 
juzgados ante situaciones de maltrato a menores 
de edad

En los casos de maltrato a menores de edad se producen de forma simultánea inter-
venciones de distintas Administraciones públicas, en un caso orientadas a depurar las 
eventuales responsabilidades penales y civiles, en otros casos a garantizar la atención 
social y sanitaria a la víctima, y también para garantizar la protección efectiva de los de-
rechos de las personas menores de edad. Al producirse estas actuaciones es deseable 
una gestión coordinada entre Administraciones y también que su intervención 
tenga siempre presente la condición de menor de edad de la víctima, evitando en 
lo posible añadir daño al ya sufrido por el contexto policial, judicial, de servicios 
sociales o sanitario en que se producen las distintas intervenciones.

Citamos un claro ejemplo representativo del problema enunciado. Recibimos la queja 
de la madre de una menor en disconformidad con la atención recibida por su hija en 
los juzgados de Torremolinos (Málaga) tras presentar una denuncia por abusos sexuales. 
Nos decía en su escrito que no se proporcionó a la menor la atención integral prevista en 
el artículo 12 de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia 
y la adolescencia frente a la violencia (LOPIVI), ya que no obtuvo asesoramiento jurídico 
adecuado, ni acompañamiento psicológico y social.

Se lamentaba de manera especial de que no se hubiera evitado la confrontación visual 
de la menor con la persona inculpada, con la consecuente victimización secundaria y 
también de que la actuación coordinada de policía, fiscalía, oficina judicial y órgano 
judicial no se hubiera desarrollado teniendo a la menor como eje central de todas las 
actuaciones.

Para dar trámite a la queja solicitamos la emisión de un informe al respecto tanto a la 
Viceconsejería de Justicia como a la Fiscalía Provincial de Málaga.

En respuesta a nuestro requerimiento recibimos en primer lugar el informe emitido por 
la Fiscalía Provincial que venía a relatar el resultado de las diligencias practicadas para 
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